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RESOLUCIÓN DEL TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE RECURSOS CONTRACTUALES DE LA JUNTA DE ANDALUCÍA

Sevilla,  7 de octubre  de 2022

VISTO el recurso especial en materia de contratación interpuesto por el COLEGIO OFICIAL DE ARQUITECTOS DE
MÁLAGA contra  el  pliego  de  cláusulas  administrativas  particulares  que,  entre  otros  documentos,  rige  el
procedimiento  de  licitación  del  contrato  denominado  «Servicio  para  el  levantamiento  topográfico
georreferenciado, estudio geotécnico, proyecto de demolición, redacción de proyecto básico y de ejecución y
estudio de seguridad y salud para el nuevo edificio cultural sito en calle Camilo José Cela con Plaza de España»
(Expediente 095/2022-CONTR) convocado por el Ayuntamiento de Fuengirola, este Tribunal, en sesión celebrada
en el día de la fecha, ha dictado la siguiente

RESOLUCIÓN

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO. El 27 de agosto de 2022 se publicó en el perfil de contratante en la Plataforma de Contratación del
Sector Público el anuncio de licitación, por procedimiento abierto y tramitación ordinaria, del contrato indicado
en el encabezamiento. El 29 de agosto de 2022 se publicaron en la referida plataforma de contratación los pliegos
y demás documentación contractual, poniéndose a disposición de los interesados a partir de dicha fecha. El 30 de
agosto de 2022 se publicó el anuncio de licitación en el Diario Oficial de la Unión Europea. 

El valor estimado del contrato asciende a 486.303,02 euros.

La licitación se rige por la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público (LCSP). Igualmente, le
es de aplicación el Real Decreto 817/2009, de 8 de mayo, por el que se desarrolla parcialmente la Ley 30/2007, de
30  de  octubre,  de  Contratos  del  Sector  Público  y  el  Reglamento  General  de  la  Ley  de  Contratos  de  las
Administraciones Públicas (en adelante, RGLCAP), aprobado por el Real Decreto 1098/2001, de 12 de octubre, en
cuanto no se opongan a lo establecido en la nueva LCSP.

SEGUNDO. El 16 de septiembre de 2022, tuvo entrada en el registro del Tribunal escrito de recurso especial en
materia de contratación interpuesto por el  COLEGIO OFICIAL DE ARQUITECTOS DE MÁLAGA (en adelante COAM)
contra el pliego de cláusulas administrativas particulares (PCAP).

Mediante oficio de la Secretaría del Tribunal se dio traslado del recurso al órgano de contratación, recabándole la
documentación necesaria para su tramitación y resolución que fue recibida en este Tribunal con fecha 22 de
septiembre de 2022. 
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El 26 de septiembre de 2022 tuvo entrada documentación complementaria que fue solicitada por este Tribunal
comprensiva de la relación definitiva de licitadores, tras la finalización del plazo de presentación de ofertas.

La Secretaria del Tribunal confirió trámite de alegaciones al recurso por plazo de cinco días hábiles, con traslado
del  escrito de recurso,  no habiéndose presentado ninguna en el  plazo conferido que venció el  pasado 3 de
octubre. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO
PRIMERO. Competencia.

Este Tribunal resulta competente para resolver en virtud de lo establecido en el artículo 46 de la LCSP y en el
Decreto 332/2011, de 2 de noviembre, por el que se crea el Tribunal Administrativo de Recursos Contractuales de
la Junta de Andalucía, toda vez que el Ayuntamiento de Fuengirola  ha manifestado que no dispone de órgano
propio, por sí o a través de la Diputación Provincial, para la resolución del recurso, habiendo remitido a este
Tribunal toda la documentación necesaria para su resolución.

SEGUNDO.  Legitimación.

Con carácter previo al estudio de los restantes motivos de admisión, procede abordar la legitimación del Colegio
recurrente para la interposición del presente recurso especial.

Al  respecto,  el  artículo  48  de  la  LCSP  establece  que  «Podrá  interponer  el  recurso  especial  en  materia  de
contratación cualquier persona física o jurídica cuyos derechos o intereses legítimos, individuales o colectivos, se
hayan visto perjudicados o puedan resultar afectados, de manera directa o indirecta, por las decisiones objeto del
recurso.

Estarán  también  legitimadas  para  interponer  este  recurso,  contra  los  actos  susceptibles  de  ser  recurridos,  las
organizaciones sindicales cuando de las actuaciones o decisiones recurribles pudiera deducirse fundadamente que
estas implican que en el proceso de ejecución del contrato se incumplan por el empresario las obligaciones sociales
o laborales respecto de los trabajadores que participen en la realización de la prestación. En todo caso se entenderá
legitimada la organización empresarial sectorial representativa de los intereses afectados».

Asimismo, el artículo 24, apartado 1 del Reglamento de los procedimientos especiales de revisión de decisiones
en materia contractual, aprobado por Real Decreto 814/2015, de 11 de septiembre, señala que 

«Sin perjuicio de los supuestos generales previstos en el artículo 42 del texto refundido de la Ley de Contratos del
Sector Público y en el 102 de la Ley 31/2007, de 30 de octubre, los recursos regulados en este Reglamento podrán ser
interpuestos  por  las  asociaciones  representativas  de  intereses  relacionados  con  el  objeto  del  contrato  que  se
impugna exclusivamente cuando lo sean para la defensa de los intereses colectivos de sus asociados».

Sobre  la  legitimación  activa  de  los  Colegios  Profesionales  y  otras  Corporaciones  de  Derecho  Público  existe
abundante doctrina del Tribunal Constitucional y del Tribunal Supremo, que resulta aplicable en el ámbito del
procedimiento del recurso especial en materia de contratación, pues la clave común en todos los casos  reside en
el concepto de interés legítimo. 
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A priori, se ha de indicar que el estudio de la legitimación pasa por analizar el acto impugnado y su incidencia
sobre los intereses profesionales defendidos por este tipo de Corporaciones de Derecho Público, no pudiendo
negárseles legitimación de partida y con carácter general sin antes analizar aquella incidencia y el modo en que la
misma resulta justificada e invocada en el recurso interpuesto. 

En este sentido, la Sentencia del Tribunal Supremo, de 24 de enero de 2012, dictada en el recurso contencioso-
administrativo número 16/2009, viene a señalar que «constituye consolidada jurisprudencia de esta Sala la que
declara que los colegios profesionales, y con ellos, los órganos corporativos de segundo grado, como los consejos de
colegios,  constituyen  corporaciones  de  derecho  público  de  base  privada  asociativa  que  tienen  reconocida  la
defensa  de los intereses  de los profesionales que  los  integran.  Esta  naturaleza  bifronte,  pública y  privada,  les
confiere funciones públicas relacionadas con la ordenación de la correspondiente profesión, en unión de funciones
generales de gestión y defensa de los intereses inherentes al ejercicio profesional y al estatuto de los profesionales.
Esta  función,  sin  embargo,  no  es  suficiente  para  reconocerles  legitimación  para  recurrir  contra  cualquier  acto
administrativo o disposición general que pueda tener efectos en los sectores sobre los que se proyecta el ejercicio
profesional de quienes integran la corporación, ni sobre los derechos e intereses de aquellas personas en beneficio
de las cuales están llamados a ejercitar sus funciones profesionales, si no se aprecia una conexión específica entre
el acto o disposición impugnado y la actuación o el estatuto de la profesión. Sostener la existencia a favor de los
colegios profesionales de legitimación para impugnar cualquier acto administrativo o disposición general por la
relación existente entre el ámbito de la actuación de la profesión o los derechos o intereses de los beneficiarios de la
actuación profesional y el sector político, social, económico o educativo sobre el que produce efectos aquel acto o
disposición general,  equivaldría a reconocerles acción para impugnar los actos administrativos o disposiciones
dictados en sectores muy amplios del ordenamiento y, por ende, a reconocerles facultades de impugnación con una
amplitud sólo reservada a la acción popular».

La clave, pues, está en la existencia de una conexión específica entre el  acto impugnado y la actuación o el
estatuto de la profesión. Ello obliga a conocer cuáles son los motivos que sustentan el recurso interpuesto.

En el supuesto analizado se impugna el PCAP de la contratación ya referida por entender que no se incluyen
criterios relacionados con la calidad en el  porcentaje exigido en la normativa contractual,  por lo que resulta
evidente la incidencia que el acto impugnado puede tener en la esfera de los intereses profesionales defendidos
por el Colegio recurrente, lo que determina su interés legítimo para la interposición del presente recurso.   

TERCERO.  Acto recurrible

Visto lo anterior, procede determinar si el recurso se refiere a alguno de los supuestos contemplados legalmente y
si se interpone contra alguno de los actos susceptibles de recurso en esta vía, de conformidad con lo establecido
respectivamente en los apartados 1 y 2 del artículo 44 de la LCSP.

El objeto de la presente impugnación son los pliegos que rigen un contrato de servicios con un valor estimado
superior a cien mil euros, convocado por una Administración Pública, por lo que el acto recurrido es susceptible

de recurso especial en materia de contratación al amparo del artículo 44 apartados 1.a) y 2.a) de la LCSP.

CUARTO. Plazo de interposición.

El artículo 50.1 de la LCSP establece en su apartado b) que “El procedimiento de recurso se iniciará mediante
escrito que deberá presentarse en el plazo de quince días hábiles. Dicho plazo se computará:
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(...)
b)  Cuando  el  recurso  se  interponga  contra  el  contenido  de  los  pliegos  y  demás  documentos  contractuales,  el
cómputo se iniciará a partir del día siguiente a aquel en que se haya publicado en el perfil de contratante el anuncio
de licitación, siempre que en este se haya indicado la forma en que los interesados pueden acceder a ellos. Cuando
no se hiciera esta indicación el plazo comenzará a contar a partir del día siguiente a aquel en que se le hayan
entregado al interesado los mismos o este haya podido acceder a su contenido a través del perfil de contratante
(...)”.

En el  supuesto analizado, los pliegos  se publicaron el 29 de agosto de 2022  en el  perfil  de contratante en la
Plataforma  de  Contratación  del  Sector  Público,  poniéndose  ese  día  el  contenido  de  los  mismos  y  demás
documentos  contractuales,  a  disposición  de  las  entidades  interesadas,  por  lo  que  el  escrito  de  recurso,
presentado el  16 de septiembre de 2022 en el registro de este Tribunal,  se ha interpuesto dentro del plazo legal
antes expresado.

QUINTO.  Alegaciones de las partes.

Analizados los requisitos de admisión del recurso, procede examinar los motivos en que el mismo se sustenta que
serán analizados en este y en los siguientes fundamentos de derecho.

El  Colegio  recurrente  interpone  el  presente  recurso  contra  el  PCAP  que,  entre  otros  documentos,  rige  el
procedimiento de licitación solicitando que, con estimación del mismo, se proceda a la anulación del apartado
del Anexo I del pliego - que regula los criterios de adjudicación- y, con ello, se declare la nulidad de la licitación
convocada. 

1. Alegaciones de la recurrente.

El único motivo esgrimido se articula en torno a la infracción del artículo 145.4 de la LCSP.  Así, el COAM alega que,
dada la naturaleza intelectual de las prestaciones que se licitan, los criterios de valoración relacionados con la
calidad deberán representar, al menos, el 51% de la puntuación asignable a las ofertas.

En  su escrito  expone  que,  en  el  pliego  impugnado,  los  criterios  de  adjudicación  establecidos  en  el  Anexo I
relacionados con la calidad ponderan menos del porcentaje exigido legalmente, en concreto, el 40% ya que, en su
opinión,  ni  la  oferta  económica  ni  el  menor  plazo  en  la  redacción  del  proyecto  son  criterios  de  valoración
relacionados con la calidad. Según la tesis que sostiene, el artículo 145.2 de la LCSP identifica la calidad con el
valor  técnico,  las  características  estéticas  y  funcionales,  la  accesibilidad  o  la  universalidad  del  diseño,  y  la
diferencia  de otros criterios como el plazo de entrega o ejecución o la organización, cualificación y experiencia
del personal adscrito, por lo que considera que el plazo de entrega del proyecto o la reducción en el plazo de
ejecución del contrato no es un criterio de valoración de las proposiciones relacionado con la calidad. 

2. Alegaciones del órgano de contratación.

El informe del órgano al recurso solicita la desestimación del mismo, ratificándose en la conformidad a derecho
del criterio cuestionado. Según expone, un menor plazo en la redacción del proyecto debe ser considerado un
criterio de calidad en la medida que la organización, cualificación y experiencia del personal adscrito es crucial
para la mejor ejecución del contrato en los términos establecidos en el artículo 145.2.2º de la LCSP, siendo la
agilidad en su prestación, la mejor de forma demostrarlo en la práctica. Todo ello sin perjuicio de que el personal
cuente con la titulación y experiencias mínimas exigidas por el PPT.

4



El informe trae a colación la doctrina sobre la cuestión conforme a la cual la calidad debe servir además para la
“discriminación de ofertas”  (sic)  y  generar  una adecuada tensión competitiva,  tanto para fijar  una solvencia
empresarial adecuada como de cara a establecer los criterios de adjudicación. Para el órgano de contratación,
resulta  perfectamente  compatible  con dicha  filosofía  el  establecimiento de un  criterio  donde la  maestría,  la
capacidad organizativa y la experiencia del personal a cargo de la ejecución del contrato se pongan de manifiesto
reduciendo los plazos máximos de entrega fijados en los pliegos, sin afectar al resultado final, beneficiándose de
esta forma la competición entre los licitadores.

Finalmente, invoca la Resolución de este Tribunal 323/2020 de 1 de octubre de 2020 que resuelve un supuesto
prácticamente idéntico, interpuesto por el mismo recurrente, y sostiene la conformidad a derecho del pliego de
cláusulas particulares, con fundamento en el criterio del Tribunal expresado en aquella Resolución, concluyendo
que no procede la nulidad del pliego.

SEXTO. - Consideraciones del Tribunal sobre el fondo del asunto: sobre el carácter cualitativo del criterio de
adjudicación consistente en el «menor plazo en la redacción del proyecto».

Como se ha expuesto, COAM denuncia que los criterios  de adjudicación relacionados con la calidad deberán
representar, al menos, el 51% de la puntuación, al ser la naturaleza de las prestaciones que se licitan de carácter
intelectual.

En este sentido, tras transcribir íntegramente por este orden el artículo 145 .4 de la LCSP y el Anexo I del PCAP-
relativo a los criterios de adjudicación- afirma que en el supuesto examinado en el que el objeto del contrato es
un servicio  de arquitectura,  los  criterios  relativos  a  la  calidad  solo se ponderan  con  un 40% del  total  de  la
puntuación asignable. Al respecto, señala que con el criterio «menor plazo en la redacción del proyecto», al que se
le  atribuyen  25  puntos,  se  está  valorando  pura  y  simplemente  una  reducción  del  tiempo  de  ejecución  del
contrato, criterio que, en su opinión, no puede ser relacionado con la calidad. 

Por su parte, el órgano de contratación en su informe al recurso expone, en síntesis, que el criterio de valoración
controvertido entraña, en definitiva, valorar la maestría, la capacidad organizativa y la experiencia del personal a
cargo de la ejecución del contrato que le permite asumir  un compromiso de reducción de los plazos de ejecución
de la prestación y con ello valorar una mejor cualificación técnica de sus componentes, resultando plenamente
compatible con el concepto de calidad que propone el artículo 145 de la LCSP.

Vistas las alegaciones de la partes, procede el análisis de la controversia que versa, en efecto, sobre si el criterio
de adjudicación “menor plazo en la redacción del proyecto” está o no relacionado con la calidad en los términos
recogidos en el artículo 145 de la LCSP. 

Para ello, hemos de acudir al Anexo I del PCAP que establece los criterios de adjudicación que han de regir la
presente contratación, disponiendo lo siguiente:

«CRITERIOS DE ADJUDICACIÓN
Umbral: Conforme a lo establecido en el artículo 146.3 de la LCSP, se establece un umbral mínimo del 50 por ciento
de la puntuación en el criterio cuantificable mediante la emisión de un juicio de valor, para continuar en el proceso
selectivo. En consecuencia quienes no alcancen la citada puntuación mínima serán excluidos del procedimiento de
contratación.
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I
Criterios
evaluables
Discrecional o
mediante
juicio de
valor

C.1º Mejor  oferta  técnica. Se  valorará  de  la
siguiente forma:
*Subcriterio 1.
Vendrá determinado por el mejor 
planteamiento contenido en la memoria
sobre la estructuración del proyecto a 
presentar, claridad de ideas y completa
definición documental. Puntuación máxima a
otorgar: 20 puntos.
La valoración será la que sigue en cuanto a la
mejor:
Estructuración: hasta 6 puntos.
Claridad de Ideas: hasta 4 puntos.
Definición Documental: hasta 4 puntos.
Proyecto Escénico: hasta 6 puntos.
*Subcriterio 2.
Vendrá determinado por la introducción en la 
memoria de alternativas,
propuestas de materiales más eficientes, 
elementos que mejoren aspectos
medioambientales. Puntuación máxima a 
otorgar: 20 puntos.
La valoración será la que sigue en cuanto a la
introducción de:
Variedad de Alternativas: hasta 10 puntos.
Propuestas de materiales más Eficientes: 
hasta 5 puntos.
Elementos de mejora Medioambiental: hasta
5 puntos.

                    Hasta 40 P.

II
Criterios
evaluables
mediante
fórmula
matemática  o
automática

C.2º Mejor  oferta  económica,  que  vendrá
determinada por la que ofrezca las
mejores condiciones económicas o el mejor 
precio respecto al presupuesto
máximo de licitación.
Quien en su oferta se ajuste al tipo de 
licitación obtendrá 0 puntos, y a las
restantes  ofertas  se  les  asignará  de  forma
proporcional  con  arreglo  a  la  siguiente
fórmula, obteniendo la mayor puntuación la
oferta que presente el
precio más bajo:
Px = PM x (TL – Ox)
(TL – Om)
Px: puntuación de cada oferta.
TL: tipo de licitación.
Ox: oferta que se puntúa.
Om: oferta más baja.
PM: puntuación máxima.
Se aplicarán los procedimientos previstos en 
el artículo 85 del RGLCAP para
apreciar  y  calificar  las  ofertas
desproporcionadas o temerarias.

                Hasta 35 P.
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C.3º Menor  plazo  en  la  redacción  total  del
proyecto.
El plazo ofertado deberá venir expresado en 
días naturales, excluyéndose de la
valoración aquellas ofertas cuyo plazo venga 
expresado en otras unidades
temporales distintas. La proposición de un 
menor plazo aunque se excluya de la
valoración por no venir expresado en la 
unidad referida, será exigible y
vinculante para el ofertante que resulte 
adjudicatario.
Se asignará la máxima puntuación a la oferta
que presente el menor plazo de
ejecución con respecto al máximo previsto 
para la ejecución total del proyecto,
recogido o indicado en el apartado del 
presente Pliego “Duración del contrato”
y a las restantes ofertas se puntuarán 
conforme a la siguiente fórmula:
Px = PM x (TL – Ox)
(TL –Om)
Siendo:
Px : puntuación de la oferta.
TL: Plazo máximo establecido en el pliego.
Ox : oferta que se puntúa.
Om: oferta más baja en cuanto al plazo.
PM: puntuación máxima.
Se obtendrá la media aritmética de plazos 
ofertados por los licitadores,
computados por días. Aquellas ofertas que 
representen una disminución del
plazo superior al 25% de la media resultante 
se considerarán
desproporcionadas en cuanto al 
cumplimiento del contrato, decidiendo el
órgano de contratación al respecto.

                     Hasta 25 P.

Por otra parte, y de acuerdo con lo establecido en la cláusula primera del PCAP, el objeto del contrato que nos
ocupa  del  servicio  para  el  levantamiento  topográfico  georreferenciado,  estudio  geotécnico,  proyecto  de
demolición, redacción de proyecto básico y de ejecución y estudio de seguridad y salud para el nuevo edificio
cultural sito en la dirección que se indica, reúne, sin duda, las notas de creatividad e innovación y entraña una
prestación de carácter intelectual, aspecto éste que no resulta  controvertido. Por ello extraña a este Tribunal el
esfuerzo argumentativo desplegado  por  el  recurrente  para  defender  la  naturaleza de  prestación  de  carácter
intelectual de los servicios de arquitectura en todos los casos y sin excepción.

Pues  bien,  una  vez  expuesto  lo  anterior,  hemos  de  considerar  que  es  de  aplicación  plena  al  supuesto  que
analizamos las consideraciones y la conclusión alcanzados por este Tribunal en la Resolución  323/2020, de 1 de
octubre, invocada por el órgano de contratación en su informe al recurso.
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Efectivamente, en dicha ocasión, al analizar la misma cuestión planteada ahora al resolver la impugnación de
unos pliegos de un contrato de servicios de prestaciones de carácter intelectual por el mismo recurrente, nos
manifestábamos en los siguientes términos:

«Al respecto, en cuanto al criterio “Calendario para la realización de los trabajos”, el último párrafo
del artículo 145.4 de la LCSP dispone que «En los contratos de servicios del Anexo IV, así como en los
contratos que tengan por objeto prestaciones de carácter intelectual, los criterios relacionados con la
calidad deberán representar, al menos, el 51 por ciento de la puntuación asignable en la valoración
de las ofertas, sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 2.a) del artículo 146». En este sentido,  no se
discute por ninguna de las partes que el objeto del presente contrato tenga prestaciones de carácter
intelectual, sino que el criterio controvertido esté o no relacionado con la calidad.

Para ello, ha de ponerse se manifiesto el concepto de calidad recogido en el citado artículo 145 de la
LCSP. Así, dispone el apartado 2 del mismo en lo que aquí interesa que:
«2. La mejor relación calidad-precio se evaluará con arreglo a criterios económicos y cualitativos.
Los criterios cualitativos que establezca el  órgano de contratación para evaluar la mejor relación
calidad-precio podrán incluir aspectos medioambientales o sociales, vinculados al objeto del contrato
en la forma establecida en el apartado 6 de este artículo, que podrán ser, entre otros, los siguientes:
1.º La calidad, incluido el valor técnico, las características estéticas y funcionales, la accesibilidad, el
diseño  universal  o  diseño  para  todas  las  personas  usuarias,  las  características  sociales,
medioambientales e innovadoras, y la comercialización y sus condiciones;
(…)
2.º La organización, cualificación y experiencia del personal adscrito al contrato que vaya a ejecutar
el mismo, siempre y cuando la calidad de dicho personal pueda afectar de manera significativa a su
mejor ejecución. 
(...)».
Por su parte, la cláusula 7.3.3 del PCAP en lo que aquí concierne dispone lo siguiente:
«2. Criterios de evaluación automática: 52 puntos (…).
2.2.1. Calendario para la realización de los trabajos: 24 puntos
Se valorará positivamente una reducción racional del plazo de redacción del anteproyecto, respecto a
los plazos máximos contractuales establecidos en el Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares
(en  adelante PCAP). Para ello, se calculará el número total de días ofertados para la redacción del
anteproyecto (D), convirtiendo en días los plazos expresados en meses bajo el criterio de que un mes
equivale a 30 días. 
Las ofertas que propongan un plazo total superior al  plazo máximo contractual  establecido en el
PCAP, serán rechazadas. 
Las  ofertas  que  propongan  una  reducción  del  plazo  superior  al  20%  respecto  al  plazo  máximo
contractual establecido en el PCAP, se puntuarán con 0 puntos. 
Del resto de las ofertas presentadas (…).».

Por último,  el  apartado 6 del  cuadro resumen del  PCAP dispone que el  plazo de ejecución es de
«Cuatro meses, desde la formalización y fecha del contrato».

Pues  bien,  qué  duda  cabe  que  las  notas  distintivas  para  poder  catalogar  una  prestación  como
intelectual a los efectos previstos en la normativa contractual, como la que nos ocupa, son las de
innovación o de cierto grado de creatividad. (v.g. Resolución 1/2020, de 10 de enero, de este Tribunal). 
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En efecto, los servicios intelectuales descritos en el último párrafo del artículo 145.4 de la LCSP, como
por ejemplo algunos servicios de arquitectura, requieren de un especial esfuerzo de adaptación o de
diseño. En este sentido, aun cuando en toda prestación de servicios intervienen en mayor o menor
medida  funciones  humanas  intelectivas,  debe  interpretarse  que  dicho  artículo,  cuando  usa
expresiones  como  algunos  servicios  de  arquitectura,  se  está  refiriendo  a  aquellos  contratos  con
prestaciones que impliquen una actividad en que predomina el elemento inmaterial no cuantificable
asociado a los procesos mentales propiamente humanos, y, además, implique el uso de las más altas
facultades intelectivas humanas; de forma destacada, aquellas que suponen innovación o un cierto
grado de creatividad (v.g. Resolución 388/2019, de 14 de noviembre, de este Tribunal y 964/2017, de 19
de octubre, 544/2018, de 1 de junio y 625/2019, de 6 de junio, del Tribunal Administrativo Central de
Recursos Contractuales).

Así las cosas, el objeto del contrato que se examina “redacción del anteproyecto del tercer Hospital de
Málaga”, reúne las notas de innovación y de cierto grado de creatividad e implica una prestación de
carácter intelectual, de modo que el anteproyecto gozará de un indudable valor técnico, siendo así
que no cabe duda alguna que en su redacción están implícitas las notas de calidad, características
estéticas y funcionales, accesibilidad y diseño universal y en concreto para las personas usuarias.

Dichos aspectos claramente relacionados con la calidad (artículo 145.2.2º de la LCSP), han de ser
considerados  por  la  persona  o  personas  redactoras  del  anteproyecto,  lo  que  supone  que  su
cualificación y experiencia afecta de manera significativa a una mejor redacción del mismo, y por
ende, a poder reducir en su caso los plazos de redacción sin que necesariamente se vea mermado el
producto final. 

En este sentido, la mayor o menor reducción de plazos está íntimamente ligada a la solución técnica
que cada persona o personas redactoras le den al anteproyecto, de ahí que la capacidad del equipo
redactor de asumir un compromiso de reducción de los plazos de ejecución es plenamente compatible
con el concepto de calidad establecido en el citado artículo 145 de la LCSP.

Ha de darse,  por tanto,  la razón al  órgano de contratación y a la  UTE interesada, a ésta última,
cuando  señala  que  la  valoración  positiva  de  una  reducción  racional  del  plazo  de  redacción  del
anteproyecto, respecto al plazo máximo previsto en los pliegos, viene a ser una manifestación de un
criterio  cualitativo  de  calidad  que  enlaza  con  el  artículo  145  de  la  LCSP,  por  cuanto  valora  la
capacidad del equipo redactor en su respuesta a un desafío técnico, lo que está directamente ligado a
la organización y cualificación de dicho equipo (...)»

Mutatis mutandi, el criterio  expuesto ha de ser aplicado en la presente impugnación, para entender que, pese a
que  el  criterio  cuestionado  esté  configurado  en  el  pliego  como  un  criterio  automático  o  sujeto  a  fórmula
matemática, ello no es óbice para desvirtuar su naturaleza intrínseca de criterio cualitativo relacionado con la
calidad en la ejecución de la prestación. Conforme con el criterio sentado de este Tribunal, una reducción en la
redacción total  del  proyecto,  objeto de la contratación que nos ocupa,  redunda en una manifestación de un
criterio  de  calidad  que  entronca  con  el  artículo  145  de  la  LCSP,  al  valorar  la  capacidad,  la  maestría  y  la
organización del equipo redactor en la respuesta  a que se ha de comprometer para llevar a cabo la ejecución del
contrato. 
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Consecuentemente  con  lo  razonado,  no  es  posible  dar  la  razón  al  Colegio  recurrente,  procediendo  la
desestimación del recurso interpuesto.

Por lo expuesto, vistos los preceptos legales de aplicación, este Tribunal 

ACUERDA

PRIMERO. Desestimar el recurso especial en materia de contratación interpuesto por el  COLEGIO OFICIAL DE
ARQUITECTOS  DE  MÁLAGA contra  el  pliego  de  cláusulas  administrativas  particulares  que,  entre  otros
documentos,  rige  el  procedimiento  de  licitación  del  contrato  denominado  «Servicio  para  el  levantamiento
topográfico georreferenciado, estudio geotécnico, proyecto de demolición, redacción de proyecto básico y de
ejecución y estudio de seguridad y salud para el nuevo edificio cultural sito en calle Camilo José Cela con Plaza de
España»  (Expediente 095/2022-CONTR) convocado por el Ayuntamiento de Fuengirola.

SEGUNDO. Declarar que no se aprecia temeridad o mala fe en la interposición del recurso, por lo que no procede
la imposición de multa en los términos previstos en el artículo 58.2 de la LCSP.

NOTIFÍQUESE la presente resolución a las partes interesadas en el procedimiento.

Esta  resolución  es  definitiva  en  vía  administrativa  y  contra  la  misma  solo cabrá  la  interposición  de  recurso
contencioso-administrativo ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de
Andalucía,  en  el  plazo  de  dos  meses  a  contar  desde  el  día  siguiente  a  la  recepción  de  su  notificación,  de
conformidad con lo dispuesto en los artículos 10.1 letra k) y 46.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, Reguladora de
la Jurisdicción Contencioso-Administrativa. 
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